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ACCIÓN DE TUTELA / DERECHO FUNDAMENTAL DE PETICIÓN / PETICIÓN DE RECONOCIMIENTO DE PENSIÓN - FOMAG
DERECHO DE PETICIÓN – Contenido.

… En providencia T-054 del 2004, la Corte delimitó los alcances del derecho de petición al señalar los siguientes rasgos característicos: 

 “1. El derecho de petición es fundamental y determinante para la efectividad de los mecanismos de la democracia participativa, 

2. garantizando a su vez otros derechos constitucionales, como los derechos a la información, a la participación política y a la libertad de expresión;  

3. El núcleo esencial del derecho de petición reside en la resolución pronta y oportuna de la cuestión;  

4. La petición debe ser resuelta de fondo, de manera clara, oportuna, precisa y congruente con lo solicitado;  

5. La respuesta debe producirse dentro de un plazo razonable, el cual debe ser lo más corto posible;  

6. La respuesta no implica aceptación de lo solicitado ni tampoco se concreta siempre en una respuesta escrita;  

7. Este derecho, por regla general, se aplica a entidades estatales, y en algunos casos a los particulares;  

8. El silencio administrativo negativo, entendido como un mecanismo para agotar la vía gubernativa y acceder a la vía judicial, no satisface el derecho fundamental de petición pues su objeto es distinto. Por el contrario, el silencio administrativo es la prueba incontrovertible de que se ha violado el derecho de petición;  

9. El derecho de petición también es aplicable en la vía gubernativa;  

10. La falta de competencia de la entidad ante quien se plantea, no la exonera del deber de responder; y   

11. Ante la presentación de una petición, la entidad pública debe notificar su respuesta al interesado.”  

REPÚBLICA DE COLOMBIA
RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO

[image: image1.png]



TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE PEREIRA

SALA DE DECISIÓN LABORAL

DR. GERMÁN DARÍO GÓEZ VINASCO

Magistrado Ponente

Pereira, veinte (20) de febrero de dos mil veinticinco (2025)
	PROCESO:
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	-FIDUPREVISORA S.A como administradora de los recursos del FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO (FOMAG)
-SECRETARÍA DE EDUCACIÓN MUNICIPAL DE DOSQUEBRADAS
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	TEMA:
	DERECHO DE PETICIÓN – Resolución de fondo frente a reconocimiento de pensión de sobrevivientes

	DECISIÓN:
	REVOCA PARCIALMENTE


SENTENCIA No. 07
Acta de Discusión No. 13 del 19 de febrero de 2025
En la fecha y una vez cumplido el trámite de ley, se decide el recurso de impugnación interpuesto por la accionada FIDUPREVISORA S.A como vocera y administradora del FOMAG, frente al fallo de primera instancia del 13 de enero de 2025, proferido por el Juzgado Laboral del Circuito de Dosquebradas, Risaralda.
I. ANTECEDENTES

La señora ROSA ITALIA CASTRO DE PUERTA, promovió acción de tutela contra la SECRETARÍA DE EDUCACIÓN MUNICIPAL DE DOSQUEBRADAS, la FIDUPREVISORA S.A como administradora y vocera del FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO – FOMAG y la UNIDAD DE GESTIÓN PENSIONAL Y PARAFISCAL - UGPP al considerar vulnerados y amenazados sus derechos fundamentales de petición, seguridad social y mínimo vital, consagrados en la Constitución Política.
La accionante justifica el amparo constitucional basado en los siguientes,

HECHOS

Indicó que era cónyuge del señor Omar Antonio Puerta Grajales, que era pensionado del FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO y falleció el 26 de mayo de 2024. 
Cuenta que el 27 de julio de 2024 solicitó el reconocimiento y pago de la pensión de sobrevivientes ante la UNIDAD DE GESTIÓN PENSIONAL Y PARAFISCAL – UGPP, que el 08 de octubre adicionó varios documentos que fueron requeridos por esa entidad y vía telefónica confirmaron el recibido, quedando a la espera de una decisión de fondo sobre la prestación. En el mes de noviembre, le informaron que estaba pendiente el envío de unos documentos y que la decisión tomaría tiempo porque se encontraban atrasados con los procesos.
Aseguró que el 25 de julio de 2024 solicitó a la SECRETARÍA DE EDUCACIÓN MUNICIPAL DE DOSQUEBRADAS, el reconocimiento de la pensión de sobrevivientes y en respuesta, indicaron que se encontraba en revisión.

Por lo anterior, considera que las entidades accionadas han vulnerado su derecho fundamental de petición, seguridad social y debido proceso administrativo, al no resolver de forma clara y de fondo las solicitudes sobre la prestación y sobrepasando el término establecido para resolver la pensión, conforme lo dispuesto en la Ley 717 de 2001.
PRETENSIONES
La accionante solicita que se tutelen sus derechos fundamentales y, en consecuencia, se ordene a la SECRETARÍA DE EDUCACIÓN MUNICIPAL DE PEREIRA, la FIDUPREVISORA S.A. y a la UNIDAD DE GESTIÓN PENSIONAL Y PARAFISCAL – UGPP, que expidan el acto administrativo que resuelva de fondo su solicitud de reconocimiento y pago de la pensión de sobrevivientes.  
POSICIÓN DE LAS ACCIONADAS

1) La SECRETARÍA DE EDUCACIÓN MUNICIPAL DE DOSQUEBRADAS expuso que la acción no cumple con el requisito de subsidiariedad, pues la tutela es el medio idóneo para solicitar el reconocimiento de una pensión, más cuando no se acreditó la existencia de un perjuicio irremediable. 
Informó que la actora radicó la petición el 30 de septiembre de 2024, que la Secretaría realizó la liquidación de la prestación el 01 de octubre y la envió al FOMAG ese mismo día para revisión, fecha desde la cual continúa en estudio. Por esa razón, consideró que la responsabilidad del trámite pensional está exclusivamente en cabeza del FOMAG y solicitó la desvinculación de la Secretaría, pues no ha trasgredido o puesto en peligro los derechos de la accionante. (anexo6)
2) La FIDUPREVISORA S.A como administradora y vocera del FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO – FOMAG manifestó que la solicitud pensional de la accionante se encuentra en estado de validación y que requirió al área encargada dar celeridad en el proceso de estudio.
Más adelante, aclaró que el FOMAG no tiene facultad de expedir el acto administrativo solicitado por la actora, pues dicha tarea es exclusiva del nominador que, para el caso, es la SECRETARÍA DE EDUCACIÓN. Mientras que las únicas funciones del FOMAG, dentro del proceso de reconocimiento de prestación, son estudiar los proyectos de acto administrativo que remiten las Secretarías de Educación a nivel nacional y pagar las prestaciones reconocidas a través del acto.

Por último, aseguró que no se puede tramitar la solicitud de la actora como derecho de petición, ya que corresponde a una solicitud pensional que se resuelve a través de un trámite administrativo.
Basado en lo anterior, solicitó que se declare improcedente la acción o se niegue en su contra, al no trasgredir los derechos de la accionante. (anexo7)
3) La UNIDAD DE GESTIÓN PENSIONAL Y PARAFISCALES – UGPP informó que el 10 de junio de 1993 reconoció la pensión de jubilación al señor Omar Antonio Puerta Grajales (Q.E.P.D), que reliquidó la pensión el 10 de enero de 2006 por cumplimiento de una acción de tutela y que mediante la Resolución del 30 de septiembre de 2022 se determinó al señor Omar como deudor del sistema general de pensiones por la suma de $2.467.477.

Respecto de la petición prestacional de la señora ROSA ITALIA CASTRO DE PUERTA explicó que la solicitud se presentó el 27 de julio de 2024, que el 01 de noviembre de 2024 fue requerida para que allegara los documentos que estaban pendientes y el 16 de noviembre completó la documentación necesaria para continuar el estudio de la prestación. 

Conforme con ello, advirtió que la entidad se encuentra analizando el asunto, puesto que se estableció que la solicitante reside en una ciudad diferente a la de la residencia o muerte del causante, sin una razón que explique el traslado de ciudad. Agregó que existió un término de suspensión que operó durante casi todo el mes de julio, lo que generó el retraso de todos los procesos administrativos que se adelantan en dicha entidad. 
Adicionalmente, manifestó que la actora no demostró la configuración de un perjuicio irremediable que permita la intervención del juez de tutela, que a la fecha ostenta una mera expectativa de ser beneficiaria de la pensión más no de un derecho adquirido y que la norma concede 30 días hábiles para surtir el respectivo edicto emplazatorio y dotar de publicidad el trámite administrativo.
Como consecuencia, solicitó desestimar las pretensiones de la accionante y declarar la improcedencia de la acción de tutela. (anexo10)
FALLO IMPUGNADO
Mediante sentencia del 13 de enero de 2025, el Juzgado Laboral del Circuito de Dosquebradas 1) tuteló el derecho fundamental de petición de la accionante y declarar improcedente la acción respecto del reconocimiento y pago de la pensión de sobrevivientes o sustitución pensional. Por consiguiente, 2) ordenó a la UNIDAD DE GESTIÓN PENSIONAL Y PARAFISCALES – UGPP que, en el término de 48 horas, informe a la accionante sobre el estado en que se encuentra el trámite, las razones por las cuales no pudo dar respuesta y la fecha en que responderá de fondo la solicitud de reconocimiento de la pensión elevada el 08 de octubre de 2024. Asimismo, 3) ordenó a la FIDUPREVISORA S.A. para que, en el término de 48 horas, adelante el proceso de revisión del proyecto de acto administrativo que le fue remitido por la SECRETARÍA DE EDUCACIÓN MUNICIPAL sobre el reconocimiento de la pensión, debiendo impartir su aprobación o desaprobación, argumentando de manera precisa el sentido de su decisión y, seguidamente, proceda a remitir el respectivo concepto a la Secretaría. Finalmente, 4) ordenó a la SECRETARÍA DE EDUCACIÓN DE DOSQUEBRADAS que, una vez reciba el concepto de la revisión del proyecto de Acto Administrativo, proceda a expedir el Acto Administrativo definitivo que resuelva la solicitud de cumplimiento, en caso de que el concepto sea aprobatorio. En caso contrario, esto es, si el concepto de la FIDUPREVISORA es desaprobado, podrá efectuar las objeciones al concepto dentro de los 2 días calendario que señala el artículo del Decreto 1272 de 2018 o efectuar las modificaciones que corresponda en el mismo término, y remitirlo nuevamente a la FIDUPREVISORA, y en todo caso, deberá expedir el Acto y notificarlo al vencimiento de los 6 días posteriores a la remisión de la respuesta a las objeciones, sin que en ningún caso se excedan estos plazos.
 Como argumento de su decisión, el a quo indicó que una vez revisadas las pruebas quedó demostrado que la UGPP no ha dado cumplimiento de su obligación de verificar la documental recibida con la solicitud pensional y atender de forma preliminar la petición dentro de los 15 días siguientes a su presentación. Advirtió que la accionante envió todos los documentos el 8 de octubre de 2024, por lo que no resulta de recibo que el 01 de noviembre de 2024 la UGPP requirió nuevamente para que se allegara la documentación.
Explicó que, el artículo 1 de la Ley 717 de 2001 otorga un término de dos meses para que la UGPP resuelva de fondo la pensión; sin embargo, a la fecha de la presentación de la tutela -06-12-2024- no había fenecido. 
No obstante, al encontrar vulnerado el derecho de petición por falta de respuesta dentro de los 15 días siguientes a la solicitud, tuteló el derecho fundamental y ordenó a la UGPP responder de fondo la petición.
Respecto de la FIDUPREVISORA señaló que la actora presentó la solicitud pensional el 25 de julio de 2024, la Secretaría remitió el proyecto al FOMAG el 01 de octubre de 2024 y en la actualidad se encuentra en proceso de validación. Conforme a ello, consideró que se ha extendido injustamente el término para resolver la prestación que está fijado en dos meses y en el caso de la actora ya han transcurrido más de 4 meses, sin respuesta una respuesta de fondo sobre la pensión y debía resolverse el 24 de septiembre de 2024 y el pago producirse dentro de los 2 meses siguientes, a más tardar el 26 de noviembre.
Lo anterior, configuró la vulneración del derecho de petición por parte de la FIDUPREVISORA como vocera del FOMAG, pues excedió el plazo de 10 días para revisar el proyecto de acto administrativo, que venció el 11 de octubre de 2024. De acuerdo con ello, ordenó a la FIDUPREVISORA adelantar el proceso de revisión del proyecto de Acto Administrativo y a la Secretaría le ordenó expedir dicho acto de forma definitiva en caso de aprobación, en un término de 6 días, posteriores a la remisión de la respuesta a las objeciones.
IMPUGNACIÓN

La FIDUPREVISORA S.A impugnó la decisión de primera instancia reiterando los argumentos de la contestación e indicó que el caso de la accionante se encuentra en estado de Liquidación por parte de la Secretaría de Educación, por lo que no se ha remitido el proyecto de Acto Administrativo para el estudio y posterior aprobación o improbación del mismo.
Insistió que la FIDUCIARIA no es la encargada de proferir el Acto de reconocimiento pensional, pues dicha tarea recae en cabeza de las Secretarías de Educación. Por consiguiente, solicitó la desvinculación en el trámite constitucional y que se declare su improcedencia.
Procede la Sala a decidir previas las siguientes:

II. CONSIDERACIONES
Sobre la Acción de Tutela

El artículo 86 de la Constitución Política consagra la Acción de Tutela como un instrumento jurídico a través del cual los ciudadanos pueden acudir ante los Jueces Constitucionales a reclamar la protección directa e inmediata de los derechos fundamentales que estén siendo vulnerados, sin mayores requerimientos de índole formal y con la certeza de obtener oportuna resolución. Así pues, la Tutela procede frente a situaciones de hecho que representen quebranto o amenaza de dichos derechos fundamentales, cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable; de esta forma, se propende por cumplir uno de los fines esenciales del Estado Social de Derecho de garantizar la efectividad de los principios, derechos y deberes consagrados constitucionalmente.
Se trata entonces de una categoría constitucional de protección que consagró la Constitución de 1991, tendiente a salvaguardar los derechos fundamentales de las personas, de lesiones o amenazas de vulneración por parte de una autoridad pública y, bajo ciertos supuestos, por parte de un particular. Es un procedimiento judicial específico, autónomo, directo y sumario, que en ningún caso puede sustituir los procesos judiciales que establece la ley; en ese sentido, la Acción de Tutela es un instrumento jurídico de carácter subsidiario que no puede ser asumida como una institución procesal alternativa, supletiva, ni sustitutiva de las competencias constitucionales y legales de las autoridades públicas.
Sobre el derecho fundamental de petición
En relación con el contenido del artículo 23 Superior, la Corte Constitucional ha precisado que el derecho de petición al tener el carácter de derecho fundamental, la acción de tutela es el mecanismo creado para lograr su protección cuando quiera que resulte amenazado o vulnerado por la acción u omisión de cualquier autoridad pública y, en ciertos eventos por los particulares, ante la ausencia de otro medio de defensa judicial eficaz para hacer efectiva su garantía.  
En providencia T-054 del 2004, la Corte delimitó los alcances del derecho de petición al señalar los siguientes rasgos característicos: 
 “1. El derecho de petición es fundamental y determinante para la efectividad de los mecanismos de la democracia participativa, 
2. garantizando a su vez otros derechos constitucionales, como los derechos a la información, a la participación política y a la libertad de expresión;  
3. El núcleo esencial del derecho de petición reside en la resolución pronta y oportuna de la cuestión;  
4. La petición debe ser resuelta de fondo, de manera clara, oportuna, precisa y congruente con lo solicitado;  
5. La respuesta debe producirse dentro de un plazo razonable, el cual debe ser lo más corto posible;  
6. La respuesta no implica aceptación de lo solicitado ni tampoco se concreta siempre en una respuesta escrita;  
7. Este derecho, por regla general, se aplica a entidades estatales, y en algunos casos a los particulares;  
8. El silencio administrativo negativo, entendido como un mecanismo para agotar la vía gubernativa y acceder a la vía judicial, no satisface el derecho fundamental de petición pues su objeto es distinto. Por el contrario, el silencio administrativo es la prueba incontrovertible de que se ha violado el derecho de petición;  
9. El derecho de petición también es aplicable en la vía gubernativa;  
10. La falta de competencia de la entidad ante quien se plantea, no la exonera del deber de responder; y   
11. Ante la presentación de una petición, la entidad pública debe notificar su respuesta al interesado.”  
Asimismo, en sentencia T-463 de 2011 señaló:  “Así, esta corporación ha sostenido que el derecho de petición se materializa cuando la autoridad requerida, o el particular en los eventos en que procede, emite respuesta a lo pedido, i) respetando el término previsto para tal efecto; ii) de fondo, esto es, que resuelva la cuestión, sea de manera favorable o desfavorable a los intereses del peticionario, iii) en forma congruente frente a la petición elevada; y, iv) comunicándole tal contestación al solicitante.” 
De lo anterior es preciso concluir que, la protección del derecho fundamental de petición requiere una respuesta de fondo, oportuna y, además, debe ser debidamente notificada al peticionario, pues es a partir de ese momento en que el derecho se ve protegido.
Sobre el trámite para el reconocimiento y pago de las prestaciones económicas a cargo del Fondo Nacional de Prestaciones del Magisterio – Decreto 1272 de 2018

ARTÍCULO 2.4.4.2.3.2.1. Radicación de las solicitudes de reconocimiento de prestaciones económicas. Las solicitudes de reconocimiento de prestaciones económicas a cargo del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio deben ser presentadas, ante la última entidad territorial certificada en educación que haya ejercido como autoridad nominadora del afiliado, de acuerdo con el formulario adoptado para el efecto por la sociedad fiduciaria encargada del manejo de los recursos del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio.
 

La sociedad fiduciaria implementará un sistema de radicación único, que registre las solicitudes de estudio de reconocimiento de prestaciones económicas a cargo del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio de forma simultánea en la respectiva entidad territorial certificada en educación y en dicha sociedad.

 

El sistema de radicación único debe permitir a los solicitantes y actores del proceso, conocer electrónicamente el estado del trámite, desde su radicación hasta su resolución y pago, asimismo debe permitir identificar aquellos casos en los que se realicen pagos oficiosos ya sea en cumplimiento de una orden judicial o por disposición administrativa.

 

ARTÍCULO 2.4.4.2.3.2.2. Gestión a cargo de las Secretarías de Educación. La atención de las solicitudes relacionadas con las prestaciones económicas que reconoce y paga el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio será efectuada a través de la entidad territorial certificada en educación o la dependencia que haga sus veces.

 

Para tal efecto, la entidad territorial certificada en educación correspondiente, a la que se encuentre vinculado el docente, deberá:

 

1. Recibir y radicar, en estricto orden cronológico las solicitudes relacionadas con el reconocimiento de prestaciones económicas, de acuerdo con los formularios que adopte la sociedad fiduciaria encargada del manejo de los recursos de dicho Fondo.

 

2. Expedir, con destino a la sociedad fiduciaria y conforme a los formatos únicos por esta adoptados, certificación de tiempo de servicio y régimen salarial y prestacional del docente peticionario o causahabiente, de acuerdo con la normativa vigente.

 

3. Subir a la plataforma que se disponga para tal fin el proyecto de acto administrativo debidamente digitalizado con su respectivo expediente para que sea revisado por la sociedad fiduciaria.
 

4. Suscribir el acto administrativo de reconocimiento de prestaciones económicas, de acuerdo con lo dispuesto en las Leyes 91 de 1989 y 962 de 2005 y las normas que las adicionen o modifiquen, y surtir los trámites administrativos a que haya lugar, en los términos y con las formalidades y efectos previstos en la ley y en esta Subsección.
 

5. Remitir a la sociedad fiduciaria copia de los actos administrativos de reconocimiento de prestaciones económicas, junto con la respectiva constancia de ejecutoria para efectos del pago.

 
PARÁGRAFO. Todos los actos administrativos que sean expedidos por la entidad territorial certificada en educación, a través de los cuales se reconozcan prestaciones económicas a los afiliados al Fondo de Prestaciones Sociales del Magisterio, deberán contar con la aprobación previa por parte de la sociedad fiduciaria, so pena de incurrir en las responsabilidades de carácter disciplinario, fiscal y penal correspondientes.
 

ARTÍCULO 2.4.4.2.3.2.3. Uso de las tecnologías de la información y las comunicaciones. En el marco de las gestiones reguladas en la presente subsección, las entidades territoriales certificadas en educación y la sociedad fiduciaria encargada del manejo de los recursos del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio deberán privilegiar el uso de las tecnologías de la información y las comunicaciones, con el fin de garantizar los principios de las actuaciones administrativas previstos en la Ley 1437 de 2011, en especial, los de eficacia, economía y celeridad.

 

Por consiguiente, para todas las gestiones reguladas en la presente subsección, la sociedad fiduciaria deberá disponer de una plataforma tecnológica que permita procesos ágiles y expeditos.
ARTÍCULO 2.4.4.2.3.2.16. Término para resolver las solicitudes de reconocimiento pensional que amparan el riesgo de muerte. Las solicitudes correspondientes a reconocimientos pensionales, auxilios e indemnizaciones que cubran el riesgo de muerte a cargo del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, deben ser resueltas dentro de los 2 meses siguientes a la fecha de radicación completa de la solicitud por parte del peticionario.
ARTÍCULO 2.4.4.2.3.2.17. Gestión de la entidad territorial en las solicitudes de reconocimiento pensional que amparan el riesgo de muerte. La entidad territorial certificada en educación, dentro de los 40 días calendario siguientes a la presentación en debida forma de la solicitud de reconocimiento pensional, auxilios e indemnizaciones que cubran el riesgo de muerte a cargo del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, deberá elaborar un proyecto de acto administrativo que resuelva el requerimiento.
ARTÍCULO 2.4.4.2.3.2.18. Gestión a cargo de la sociedad fiduciaria en las solicitudes de reconocimiento pensional que amparan el riesgo de muerte. La sociedad fiduciaria, dentro de los 10 días calendario siguientes al recibo del proyecto de acto administrativo de reconocimiento pensional, auxilios e indemnizaciones que cubran el riesgo de muerte, deberá impartir su aprobación o desaprobación argumentando de manera precisa el sentido de su decisión.
ARTÍCULO 2.4.4.2.3.2.19. Elaboración del acto administrativo que resuelve las solicitudes de reconocimiento pensional que amparan el riesgo de muerte. La entidad territorial certificada en educación, dentro de los 10 días calendario siguientes al recibo, por parte de la sociedad fiduciaria, del documento que contiene la aprobación o la desaprobación del proyecto de acto administrativo, deberá expedir el acto administrativo definitivo que resuelva la solicitud de reconocimiento pensional, auxilios e indemnizaciones que cubra el riesgo de muerte.

 

Si la entidad territorial certificada en educación tiene objeciones frente al resultado de la revisión de que trata el artículo anterior, podrá presentar ante la sociedad fiduciaria las razones de inconformidad, dentro de los 2 días calendario siguientes, contados desde la recepción del documento que contiene la aprobación o desaprobación del proyecto de acto administrativo.

 

La sociedad fiduciaria contará con 2 días calendario para resolver las observaciones propuestas por la entidad territorial certificada en educación, contados desde la recepción del documento que contiene las objeciones del proyecto.

 

La entidad territorial certificada en educación, dentro de los 6 días calendario contados desde la recepción de la respuesta a la objeción, deberá expedir el acto administrativo definitivo.
ARTÍCULO 2.4.4.2.3.2.20. Remisión del acto administrativo notificado y ejecutoriado que resuelve las solicitudes que amparan el riesgo de muerte. Una vez notificado y ejecutoriado el acto administrativo definitivo que resuelve las solicitudes de reconocimiento pensional, auxilios e indemnizaciones que cubren el riesgo de muerte, la entidad territorial certificada en educación deberá subir y remitir este acto administrativo inmediatamente a la plataforma empleada para tal fin.

 

ARTÍCULO 2.4.4.2.3.2.21. Pago de los reconocimientos pensionales que amparan el riesgo de muerte. Dentro de los 2 meses siguientes a la notificación y ejecutoria del acto administrativo que reconoce las solicitudes de reconocimiento pensional, auxilios e indemnizaciones que cubren el riesgo de muerte, la sociedad fiduciaria deberá efectuar los pagos correspondientes.

Caso Concreto

Descendiendo al caso bajo estudio, se evidencia que la accionante ROSA ITALIA CASTRO DE PUERTA sostiene que la SECRETARÍA DE EDUCACIÓN MUNICIPAL DE PEREIRA, la FIDUPREVISORA S.A como administradora y vocera del FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO – FOMAG y la UNIDAD DE GESTIÓN PENSIONAL Y PARAFISCAL – UGPP vulneraron sus derechos fundamentales de petición y seguridad social, consagrados en la Constitución Política, dado que no han resuelto de fondo su solicitud de reconocimiento y pago de su pensión de sobrevivientes, pese a que ya superó el término dispuesto para ello. 
Revisadas las pruebas y los dichos de las contestaciones, respecto a la UNIDAD DE GESTIÓN PENSIONAL Y PARAFISCAL – UGPP se encuentra demostrado lo siguiente:
1. El 18 de julio de 2024 quedó radicada la solicitud de reconocimiento pensional por parte de la señora ROSA ITALIA CASTRO DE PUERTA dirigido a la UGPP (anexo 02, fl.04).
2. El 8 de octubre de 2024 la accionante solicitó información sobre el trámite de la prestación y adjuntó los documentos faltantes consistente en el registro civil de nacimiento de la accionante, el registro civil del causante Omar Antonio Puerta Grajales, el registro civil de matrimonio, las cédulas, el formulario único de solicitudes prestaciones, declaración de convivencia, certificado de no pensión y el registro civil de defunción. (anexo2, fl.9)

3. Según la contestación de la UGPP, el 01 de noviembre de 2024 requirió a la accionante para que completara los documentos para definir la prestación, los cuales fueron allegados el 16 de noviembre de 2024 (anexo10, fl.5).

Respecto de la SECRETARÍA DE EDUCACIÓN DE DOSQUEBRADAS y la FIDUPREVISORA como vocera del FOMAG, se evidencia lo siguiente:

4. El 25 de julio de 2024 la demandante solicitó el reconocimiento y pago de la pensión de sobrevivientes. (fl.4, anexo2)
5. El 01 de octubre de 2024 la SECRETARÍA DE EDUCACIÓN DE EDUCACIÓN realizó la liquidación y ese mismo día la remitió al FOMAG para revisión. (fl.9, anexo6) 
6.  Desde el 01 de octubre de 2024, la pensión de sobrevivientes se encontraba en estado de validación de la liquidación por parte del FOMAG (fl.6, anexo7).
7. En el escrito de impugnación, la FIDUPREVISORA indicó que el estado de la prestación se encontraba “EN LIQUIDACIÓN POR SE”, es decir, que el proceso de pensión de sobrevivientes estaba en gestión por parte de la SECRETARÍA DE EDUCACIÓN, por lo que se encontraba imposibilitados para realizar cualquier trámite. (fl.6, anexo14)
Al analizar lo anterior en conjunto, se puede determinar sin mayor complejidad, que la SECRETARÍA DE EDUCACIÓN DE DOSQUEBRADAS y la FIDUPREVISORA como vocera del FOMAG vulneraron el derecho de petición de la accionante, pues incumplieron el término dispuesto para pronunciarse frente al reconocimiento de la pensión de sobrevivientes, que es de dos (02) meses siguientes a la fecha de la radicación completa de la solicitud por parte del peticionario, conforme lo dispuesto en el Decreto 1272 de 2018.
Según la norma mencionada, este término se distribuye así: cuarenta (40) días calendario para el elaborar el proyecto por parte del Ente Territorial, diez (10) días calendario para que la Fiduciaria determine si aprueba o no aprueba el proyecto y diez (10) días calendario para que el ente territorial expida el acto administrativo definitivo de reconocimiento pensional, en caso de que sea aprobado por la Fiduciaria.

En el caso de la señora ROSA ITALIA CASTRO DE PUERTA el lapso legal ha sido superado con creces por parte de las entidades accionadas, ya que, la solicitud quedó radicada el día 25 de julio de 2024; pero a la fecha de la presentación de la acción de tutela se encontraba en validación de liquidación por parte del FOMAG desde el 01 de octubre de 2024 y en el presente, según la información de la FIDUPREVISORA está pendiente una nueva liquidación por parte de la Secretaría de Salud.
Las anteriores circunstancias dejaron en evidencia la vulneración al derecho de petición de la accionante, por lo que, se confirmará la decisión del a quo que tuteló el derecho fundamental de petición y ordenó a la FIDUPREVISORA y a la SECRETARÍA DE EDUCACIÓN DE DOSQUEBRADAS resolver de fondo la solicitud pensional, respetando los términos legalmente dispuestos por la norma, especialmente lo establecido en el Decreto 1272 de 2018, sin que ello signifique la concesión de la prestación en favor de la actora.
Por otra parte, respecto a la vulneración del derecho de petición por parte de la UGPP, se tiene que el artículo 1 de la Ley 717 de 2001 trazó el término de dos (2) meses para resolver la pensión de sobrevivientes, lapso que para el caso de la señora ROSA ITALIA CASTRO DE PUERTA feneció el 08 de diciembre de 2024, teniendo en cuenta que allegó la documentación completa el 8 de octubre de 2024 y presentó la acción de tutela el 06 de diciembre de 2024 (anexo03). 

En ese sentido, para la fecha de interposición de la tutela la UGPP todavía se encontraba dentro del término para resolver la prestación, por lo que no había lugar a tutelar el derecho de petición en su contra. Ni siquiera bajo el argumento expuesto por el a quo que, para fundamentar su decisión y acceder a las pretensiones de la acción, consideró que la entidad debía contestar la petición dentro de los siguientes 15 días siguientes a la recepción, como lo dispone el artículo 14 de la Ley 1755 de 2015. 
Contrario a dicho razonamiento, la solicitud de la accionante si bien se salvaguarda bajo los principios del derecho fundamental de petición, no es dable otorgarle el mismo plazo que dispone la Ley 1755 de 2015, pues al tratarse de una prestación económica se rige por los tiempos legalmente establecidos en una norma especial, que para el caso se encuentran en la Ley 717 de 2001. De ahí que, no es posible exigirle a la UGPP que resuelva o se pronuncie de una pensión en 15 días cuando la ley concede 2 meses.
Ahora, si en gracia de discusión se aceptara dicha tesis, se configuraría el hecho superado, puesto que, en el trámite de la segunda instancia, la UGPP remitió memorial del 27 de enero de 2025 en el que informó que expidió la Resolución RDP 018599 del 27 de diciembre de 2024, por medio de la cual, reconoció y ordenó el pago de la pensión de sobrevivientes en favor de la señora ROSA ITALIA CASTRO DE PUERTA, a partir del 27 de mayo de 2024, día siguiente al fallecimiento del señor Omar Antonio Puerta Grajales (anexo03, SegundaInstancia).
Como consecuencia, se revocará el numeral segundo de la sentencia de tutela que ordenó a la UGPP resolver de fondo la petición y se confirmará en todo lo demás relacionado a la FIDUPREVISORA y a la SECRETARÍA DE EDUCACIÓN DE DOSQUEBRADAS que vulneraron el derecho de petición de la accionante.
En mérito de lo expuesto, la Sala de Decisión Laboral del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,

RESUELVE

PRIMERO: REVOCAR el numeral segundo de la sentencia impugnada, que tuteló el derecho de petición contra la UNIDAD DE GESTIÓN PENSIONAL Y PARAFISCAL - UGPP, por las razones expuestas en la parte motiva.
SEGUNDO: CONFIRMAR en todo lo demás, la sentencia proferida 13 de enero de 2025, proferido por el Juzgado Laboral del Circuito de Dosquebradas, Risaralda.
TERCERO: NOTIFÍQUESE esta providencia a las partes en la forma y términos consagrados en el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991.
CUARTO: DENTRO de los diez (10) días siguientes a la ejecutoria del presente fallo, REMÍTASE de forma electrónica y en los términos del Acuerdo PCSJA20-11594 del 13 de julio de 2020, la presente Acción de Tutela ante la Honorable Corte Constitucional para su eventual REVISIÓN. 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE
Quienes integran la Sala,
GERMÁN DARÍO GÓEZ VINASCO
Magistrado Ponente
OLGA LUCIA HOYOS SEPÚLVEDA
Magistrada
Ausencia Justificada
JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ
Magistrado
	
	
	


	
	
	



